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17485 Sala Segunda. Sentencia 120/1989, de 3 de julio. Recurso
de amparo 1.465/1987. Contra Sentencia de fa Audiencia
Provincial de Madrid. rCVOf.'alOria en apelación de la
dictada por el Juzgado de Distrito número 13, en aulos de
juicio de cognición sobre reclamación de cantidad Reforma
peyorativa,

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Antonio Truyal Setra, don
Eugenio Díaz Eimil. don Miguel Rodríguez-PineTa y Bravo~Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Al varo Rodríguez Bereijo,
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENClA

En el recurso de amparo número 1.465" 1987, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Ramiro Reynolds de Miguel, en
nombre y representación de «Guerin, Sociedad Anónima>}, contra la
Sentencia dietada por la Sección Séptima de la Audiencia Provmcial de
Madrid, el 11 de octubre de 1987 (rollo 50.86), que en apelación revoca
la dictada por el Juzgado de Distrito numero 33; en autos de juicio de
cognición sobre reclamación de cantidad. Ha sido parte el Ministerio
Fiscal, y ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez·Piñero y Bravo­
Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 13 de noviembre de 1987 tiene entrada en este Tribunal
escrito del Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel. en nombre y
representación de «Guerin, Sociedad Anónima)}, por el que interpone
recurso de amparo contra la Sentencia dictada por la Sección Séptima
de la Audiencia Provincial de Madrid, el 11 de octubre de 1987 (rollo
50/86), por estimar que infringe el arto 24 de la Constitución, en su
proyección de vedar la refarmario in peius.

2. «Guerin, Sociedad Anónima» formalizó demanda de cognición
en reclamación de cantidad contra varias personas y Sociedades, y cuya
tramitación correspondió al Juzgado de Distrito número 33 de los de
Madrid, autos números 117/1985. Tras la tramitadón correspondiente,
dicho Juzgado dictó Sentencia el 16 de juho de 1985, en cuya pane
disposítiva estimaba parcialmente la demanda absolviendo a los demás
demandados, pero condenando a «Instalaciones Hidráulicas Neptuno,
Sociedad Anónima», al pago de 321.026 pesetas, más los intereses
correspondientes, y condenando al pago de las costas por mitad a la
parte actora y a la condenada.

La Sociedad solicitante de amparo interpuso recurso de apelación
contra esta Sentencia que, admitido a ambos efectos se turnó a la
Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Madrid ante la que áquel
compareció como apelante, pero sin que lo hiciese ninguno de los
demandados recurridos. En su Sentencia. dicha SecCÍón revoca la
Sentencia apelada y absuelve de la demanda a todos los demandados
incluido «Instalaciones Hidráulicas Neptuno, Sociedad Anónima}}, con
condena en costas en primera instancia a la parte actora.

3. Según la solicitante de amparo la Simple comparación de ambos
fallos pennite comprobar que -sin ninguna apelación de la condenada
en primera instancia, y sin haberse adherido a recurso alguno los
demandados apelados ni haberse personado en la apelación- a canse·
cuencia de su recurso se pasa de una estimación parcial de la demanda,
total frente a uno de los demandados, a la total desestimación de la
misma, y de la condena a pagar la mitad de las costas de la primera
instancia a una condena a pagar la totalidad de eUas, de manera que la
Sentencia de segunda instancia, solo apelada por ella, le ha resultado
más gravosa que la recurrida, Tras referirse a la doctrina constitucional
sobre la re/ormario in peius sostiene que la misma es aplicable al
presente caso, pues ha sufrido una reforma pevorativa al ser el llnico
apelante en la instancia, y haberse agravado su situación a consecuencia
del recurso al margen de la pretensión formulada. por 10 que la Sentencia
recurrida habría incurrido en incongruencia y habría vulnerado su
derecho a la tutela judicial, a la defensa y a la interdicción de la
indefensión, derechos consagrados en ambos apartados del arto 24 de la
Constitución.

Solicita la nulidad de la Sentencia recurrida y que se retrotraigan las
actuaciones al momento anterior a dictar Sentencia. cuva nulidad se
solicita, para que el mismo órgano judicial dicte otra nueva en la que se
respeten los derechos constitucionales vulnerados. .

4. Por providencia de 29 de febrero de 1988. la Sección acuerda la
admisión a trámite del recurso, solícitar del Juzgado de Distrito núm. 33
de Madrid y de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de
Madrid. la remisión de las actuaciones, asi como del primero el
emplazamiento de quienes hubiesen sido parte en el procedimiento.

Recibidas las actuaciones, por providencia de 6 de junio de 1988, se
dió vista de las mismas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para
la fonnulación de alegaciones prevista en el art. 52.1, de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional

5. La solicitante de amparo en su escrito de alegaciones reitera los
argumentos contenidos en la demanda sobre existencia. de una reforma·
lio in peius, completada con citas de Sentencias posteriores a la fecha de
presentación de la misma.

6. El Ministerio Fiscal interesa la concesión del amparo por estimar
aplicable al caso la jurisprudencia constitucional sobre la prohibición de
refarmario in peius, puesto que en el caso cuestionado la actora recurre
en apelación pretendiendo extender la condena también a otros deman­
dados, y es la unica parte que comparece ante la Audiencia, estable·
ciendo el objeto procesal del recurso de apelación, la condena de todos
los demandados. Ello supone que sería un objeto intocable para el
Tribunal la condena de uno de los demandados, dado que ésta no se
atacó en el proceso impugnatorio y no podía por tanto revisarse en la
apelación. El Tribunal no ha respetado la Sentencia del Juzgado de
instancia en su declaración no recurrida y la ha revocado en su totalidad,
perjudicando al recurrente, transfonnando una pretensión favorable en
una desfavorable, en base a su sola impugnación, y esta incongruencia
total entre lo pedido y lo concedido, sin respeto de la limitación del
objeto de la apelación, ha producido una indefensión del actor vulne­
rando el derecho fundamental consagrado en el art 24.1, de la
Constitución.

7. Tramitado el oportuno incidente de suspensión, la Sala por Auto
de 18 de abril de 1988, acordó no suspender la ejecución de la sentencia
impugnada, aunque afianzándose la entrega de las cantidades debidas en
relación con las costas del juicio.

8. Por providencia de 19 de junio de 1989, se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 3 de julio de 1989.

11. Fundamentos jurídicos

l. La presente demanda impugna en vía de amparo la Sentencia de
la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Madrid, por vulnera­
ción del art. 24.1 y 2, de la Constitución. como consecuencia de que, al
resolver el recurso de apelación unicamente interpuesto por la actora y
en el que no comparecieron como apelantes o adheridos a la apelación
y ni siquiera se -opusieron a la misma. ninguno de los demandados
recurridos, revocó la condena que aquélla tenía reconocido a su favor,
frente a uno de los demandados, y le impuso además el abono de las
costas de la instancia, perjudicando al recurrente en su posición jurídica
y siendo este perjuicio consecuencia exclusiva de la apelación inter­
puesta por ella. El objeto del amparo consiste así en determinar si esa
resolución judicial, en cuanto ha supuesto una modificación perjudicial
del primer pronunciamiento, ha lesionado alguno de los derechos
reconocidos en dicho precepto constitucional.

Este Tribunal ha tenido ocasión de afinnar en reiteradas ocasiones
que la interdicción de la reformatio ín peius o sea la situación que se
produce cuando la condiclón jurídica de la parte recurrente resulta
empeorada exclusivamente a consecuencia de su recurso, se encuentra
amparada también en la prohibición de indefensión del arto 24.1, de la
Constitución. Lo decisivo al respecto es que el recurrente se vea
perjudicado pOr su propio recurso, pero no se infringe este principio
cuando la condición del recurrente se agrava en base a otras apelaciones
planteadas de forma concurrente, o incluso incidental, que permitieron
al recurrente oponerse y utilizar los medios de defensa que estimase
opOrtunos.

La prohibición de la reformarío in peius se ha aplicado también
analógicamente por este Tribunal al proceso civil, pues como ha dicho
la STC 116/1988, aunque no exista previsión legal alguna de esa
prohibición, también rigen en ese proceso «la imposibilidad de alterar
en su perjuicio la posición juridica delapelante por efecto exclusivo de
su recurso, como consecuencia del principio tantum devolurum quantum
apellarum, y esa prohibición resulta constitucionalmente exigible en la
medida que su desconocimiento comporte indefensión o pueda cotrave·
nir la necesaria congruencia que en el recurso ha de existir entre la
pretensión impugnatoria y el correspondiente fallo de la Sentencia».

2. Del análisis de las actuaciones se desprende que la solicitante de
amparo impugnó la Sentencia del Juzgado de Distrito que había
estimado parcialmente una demanda dirigida contra varios demanda­
dos, condenando sólo a uno de ellos, de una determinada Sociedad Con
esta apelación trataba de que esa condena fuera extendida también a
otras personas y Sociedades, invocando en su favor la doctrina jurispru­
dencia1 sobre la trasparencia y realidad de las personas juridicas.
También resulta de las actuaciones, que no comparecieron en la
apelación ninguno de los demandados recurridos.

La Sentencia de la Audiencia Provincial revoca la Sentencia apelada
y absuelve de la demanda a todos los demandados, incluido el que habia
sido condenado en la primera instancía. Para ello admite una excepción
que fue planteada pOr los demandados en la instancia y fue rechazada
por la Sentencia apelada, y realiza una nueva valoración de las pruebas,
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estimando Que eran insuficientes las aportadas para condenar tanto a los
demandados no condenados y apelados, como también para la Sociedad
condenada en instancia, y contra cuya condena no se habia recurrido,
absolviendo, en consecuencia, a todos los demandados de la pretensión.
incluida la Sociedad condenada en la instancia.

Es evidente que la Sentencia del Tribunal de apelación no respetó el
objeto de la pretensión impugnatoria. y ni siquiera ha dado respuesta
explícita a la alegación del recurrente. La Audiencia ProvinciaL como
pone de relieve el Ministerio FiscaL ha resuelto sin respetar el objeto de
la apelación de la parte recurrente. perjudicándole en su posición
jurídica a consecuencia de su apelación. decidiendo más allá de la
pretensión impugnatoria e incurriendo en incongruencia Que ha ocasio­
nado indefensión. El pronunciamiento judicial ha empeorado la situa­
ción Que el apelante tenia ya reconocida en la resolución apelada, por el
mero hecho de la apelación y sin que hubiese existido petición alguna
de los apelados que liberase al órgano judicial superior de los estrictos
términos de la inicial pretensión impugnatoria. La transformación de
una pretensión favorable en una decisión desfavorable para el recu­
rrente, por su sóla impugnación y. en base a unas pretensiones y
argumentos no invocados por nadie en la apelación. ha lesionado el
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión. por lo que procede
otorgar el amparo solicitado.

Para restablecer el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefen­
sión, basta anular la Sentencia de la Audiencia Provincial. sin necesidad
de retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente anterior al de
dictar la Sentencia anulada, puesto que de la Sentencia de la Audiencia
resulta patente la decisión de no aceptar la pretensión impugnatoria de
la parte de extender la condena de instancia a las otras partes
demandadas, lo que hace innecesario que la Audiencia Provincial dicte
a tal efecto una nueva Sentencia. Basta con ello, y por razones de

17486 Sala Segunda. Sentencia 121/1989. de 3 de julio. Recurso
de amparo 1.628/1987. ConIra Sentencia del lu=gado di'
Instrucción número 1 de Zarago=a. dictada en autos
dimanantes de juicio· de faltas, por la que se conden¡;z al
recurrente como autor de una falta del articulo 570.5." del
Código Penal. Derecho a la libertad de expresión. Voto
particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio L\orente, Presidente: don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Diaz Eimíl, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer. don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodriguez Bereijo.
Magistrados, ha pronunciado ,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.628/87. promovido por don Miguel
Angel Aragúés Estragués, Abogado. representado por el Procurador don
Isacio Calleja García, contra Sentencia del Juzgado de Instrucción
núm. I de Zaragoza, de fecha 11 de noviembre de 1987, dictada en rollo
de apelación núm. lO3/87, dimanante del juicio de faltas núm. 1.801/87
del Juzgado de Distrito núm 9 de dicha ciudad. En el proceso de amparo
ha. sido parte. el Mi~isteno Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don
MIguel Rodflguez-Plñero y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la
Sala.

L Antecedentes

1. El Procurador de los Tribunales don lsacio Calleja García. en
nombre de don Miguel Angel Aragüés Estragués. Abogado. interpone
recurso de amparo, mediante escrito que tuvo su entrada ellO de
diciembre de 1987, contra Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 1
de Zaragoza, de 11 de noviembre de 1987, dictada en rollo de apelación
núm. lO3/87, por la que se estima íntegramente el recurso de apelación
interpuesto por el Ministerio Fiscal contra la dictada por el Juzgado de
Distrito núm. 9 de la misma ciudad, en eljuicio de faltas núm. 1,801/87,
y se condena a don Miguel Angel Aragües Estragues como autor de una
falta del arto 570.5.° del Código PenaL

2. Los hechos en Que se funda la demanda son. en cuanto aquí
interesan. los siguientes:

a) El 19 de abril de 1987 y en el periódico «El Dia».-de Zaragoza.
el solicitante de amparo, Abogado en ejercicio. publicó una columna.
bajo el título «D'Artagnan al ataque». del tenor literal siguiente:

«¡Pardiez! Que me tienen perplejo aquestos villanos. Entérome por
las gacetillas de corte, que el espanto y la ira reina entre las mesnadas
del Poder Judicial y Que hasta sus más altas torres han llegado las voces

economia procesal así ha de decídirse. anular la Sentencia de apelación
y declarar firme la Sentencia del Juzgado de Distrito núm. 33 de Madrid.
de 16 de julio de 1985.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstnuClonaL POR LA
AUTORIDAD OlTE LE CONF1ERF. LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPANOLA,

Ha decidido

Otorgar al amparo solicitado por (Guerin, Sociedad Anónima» y. en
su virtud:

1.° Reconocerle el derecho a una tutela Judicial efectiva sin
indefensión.

2.') Anular la Sentencia de la Sección Séptima de la Audiencia
Provincial de Madrid. de 31 de octubre de 1987. dictada en el rollo de
apelación mim. 50/1986. dimanante del juicio de cognición núm.
117/1985, del Juzgado de Distrito núm. 33 de la misma ciudad.

3.° Declarar firme la Sentencia dictada por el Juzgado de Distrito
núm. 33 de Madrid (auto núm. 117/85), el 16 de julio de 1985.

Publíquese esta Sentencia en el ({Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a tres de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Diaz
EimiL-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Finnados y rubrica­
dos.

plañideras de venganza traído de un juececillo de allende los mares Que
ha osado presidir juicio vestido de capa roja. calzón corto, medias
blancas y sombrero emplumado. Olvidando por una vez el mosqueteril
lema Que le es tradicíonal de "todos para uno y uno para todos". y la
furia negra de los togados se ha lanzado a saco sobre el D'Artagnan
insular.

Dicen los alguaciles. Que al Juez secundaban un Secretario disfrazado
de forma indefinida y un Abogado con traj..:- de tuareg. Nada anaden las
crónicas sobre la suerte seguida por estos dos· secuaces del evento, lo Que
tampoco tiene mucho de extrano 'a fe mía!, pues si los Secretarios no
han llamado la atención durante décadas vestidos de "inservibles", no
hay razón para que lo hagan disfrazados de "indefinidos" y en cuanto
a los Abogados. ¡vive Dios! seria la primera vez Que alguien del Poder
Judicial presta atención a lo Que un Abogado hace o dice en el acto de
un juicio.

Perplejo. repito, pregunto a los augures el por qué de tanto llanto y
crujir de dientes y me responde Que no es decente que un Juez vaya
disfrazado. Temeroso estoy. ¡voto a bríos!, del futuro de los augures,
pues veo planear sobre sus cabezas las querellas de los empelucados
Jueces britániCO$-, de los rojiarmiñados Jueces- galos, de los almidonados
teutones y romanos, en fin de los oscuros y llenos de puñt'tas Jueces
hispanos. Si disfraz es vestir diferente del común de los mortales.
disfrazados van todos los Jueces, ¿o no?

Aclárame Que más que formas es una cuestión de seriedad de la
institución. Indeciso, susurro ¿acaso es serio tardar tres meses en hacer
lo Que cuesta Quince minutos. o hacer por escrito lo Que ha de ser oraL
o suspender los juicios atrasados para tomar café, o citar a la gente a las
diez para empezar los juicios a las once o a las_doce? ¿Es serio tratar a
los testigos como acusados y a los acusados como convictos. o sustituir
el servicio por mala educación, o convertir un derecho en un suplicio?
¿es serio ...? Mas llegado a este punto, los oráculos, rugiendo fuera de sí.
se lanzaron presos de locura sobre el que suscribe, que si no llega a correr
como un descosido. ya nunca más suscribe.»

b) A instancias -se dice- de diversos Jueces y Magistrados de los
Juzgados de Primera Instancia e I~strucción de ZJ.lrag~)Za. el. Ju.ez
Decano interesó la actuacIón del PreSIdente de la AudIenCIa Temtoflal
de Zaragoza Quien el 22 de abril de 1987 remitió fotocopia de la
mencionada columna al Fiscal de la Audiencia Territorial, también de
Zaragoza.

e) El Fiscal Jefe de dicha Audiencia Territorial presentó querella
contra el solicitante de amparo. basada en que, en tal columna. dicho
solicitante «con excesiva reiteración utiliza expresiones y formula juicios
de valor que son ofensivos, por desconsiderados y mendaces, contra los
Jueces, el Poder Judicial y el Secretariado de los Tnbunales. lo Que si en
todo caso es rechazable. resulta más censurable e inadmisible cuando el
ataque a la Institución judicial procede de un Abogado ejerciente, como
lo es el Querellado». Añadió el Fiscal en el escrito de querella que la
publicación de este artículo de opinión ha producido gran indignación
en los diversos estamentos que se integran en la Curia de Zaragoza, «y
que incide este desafortunado comentario periodístico con una persis-


